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Actor: Carlos Fradique Méndez.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Bogotá, D.C., veintitrés (23) de mayo de dos mil trece (2013)
CONSEJERO PONENTE: DOCTOR MARCO ANTONIO VELILLA MORENO. 

REF: Expediente núm.11001032400020070018200
Acción: Nulidad.
Actor: Carlos Fradique Méndez  
El  abogado, CARLOS FRADIQUE MÉNDEZ, obrando en nombre propio, en ejercicio de la acción pública de nulidad consagrada en el artículo 84 del C.C.A., presentó una demanda ante esta Corporación tendiente a obtener la declaratoria de nulidad del párrafo resaltado en cursiva, negrilla y subrayado del artículo 9° del Decreto 230 de  febrero 11 de  2002, modificado por el art. 1 del Decreto 3055 de diciembre 12 de 2002, por el cual se dictan normas en materia de currículo, evaluación y promoción de los educandos y evaluación institucional, expedido por el Ministerio de Educación Nacional.

La norma demandada dispone:

“Promoción de los educandos. Los establecimientos educativos tienen que garantizar un mínimo de promoción del 95% del total de los educandos que finalicen el año escolar en la institución educativa.

Al finalizar el año, la Comisión de evaluación y promoción de cada grado será la encargada de determinar cuáles educandos deberán repetir un grado determinado.

Se considerarán para la repetición de un grado cualquiera de los siguientes educandos:

a)Educandos con valoración final insuficiente o deficiente en tres o más áreas;

b)Educandos que hayan obtenido valoración final insuficiente o deficiente en matemáticas y lenguaje durante dos o más grados consecutivos de la educación básica.

c)Educandos que hayan dejado de asistir injustificadamente a más del 25% de las actividades académicas durante el año escolar.

Es responsabilidad de la Comisión de evaluación y promoción estudiar el caso de cada uno de los educandos considerados para la repetición de un grado y decidir acerca de ésta, pero en ningún caso excediendo el límite del 5% del número de educandos que finalicen el año escolar en cada grado.

Los demás educandos serán promovidos al siguiente grado, pero sus evaluaciones finales no se podrán modificar.
Parágrafo. Si al aplicar el porcentaje mínimo de promoción, es decir el noventa y cinco por ciento, el número de alumnos de un grado y la operación de como resultado un número fraccionario, se tendrá como mínimo de promoción el número entero de educandos anterior a la fracción.”

I. FUNDAMENTOS DE DERECHO
El demandante considera quebrantados los artículos 13, 44, 67,68, y 70 de la Constitución Nacional.
1.1.- El concepto de la violación fue expuesto por el accionante en los siguientes términos que se resumen a continuación:

A manera de consideración preliminar, señala que en sentencia 7874 de noviembre 18 de 2004, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, se analizó el primer párrafo del artículo 9 del Decreto 230 de 2001 y se llegó a la conclusión de que no viola la ley. En esencia, el demandante está de acuerdo con la decisión por cuanto la norma impone el logro de unas metas a los establecimientos educativos, como ideal de lo que todo Estado debe contemplar como política educativa.
Pero no hay sanción de ninguna naturaleza si esas metas no se logran, precisamente por ser un ideal y por ser imposible desde el punto de vista humano y material que esos logros se alcancen.

La fantasía que encierra la norma es tan irreal como si un director técnico de la selección de fútbol recibe un equipo, asumamos que, integrado por los mejores jugadores del País, y le exigen que al cabo de un año debe estar preparado para participar en las eliminatorias para ir al mundial y debe clasificar. Y más absurdo sería el ideal si aceptase que perdiendo todos los partidos la selección debe participar en el evento mundialista.  

Es loable que el establecimiento educativo, como un reto institucional y una quimera de buena voluntad deba garantizar la promoción del 95% de los educandos, pero está fuera de toda lógica que esa meta deba cumplirse formalmente sin importar si materialmente los educandos logran o no resultados de aprobación en sus diferentes áreas.

En la sentencia referida dijo el H. Consejo de Estado:

“Examinada la norma acusada dentro del contexto del Decreto 230 de 2002, la Sala considera que la fijación del 95% como porcentaje mínimo de educandos que deben ser promovidos al grado superior no desconoce el artículo 1° de la ley 115 de 1994, el cual, se reitera, define la educación como un proceso, pues no es cierto que dicha medida se deje de lado el desarrollo de la persona en sus diferentes aspectos ( cognitivo, moral, etc, pues conforme al artículo 2° define el currículo como el conjunto de criterios, planes de estudio, metodologías y procesos que contribuyen a la formación integral teniendo en cuenta los fines de la educación y los objetivos de cada nivel y ciclo definidos en la Ley 115 de 1994, y que el artículo 3° contempla que el plan de estudios, debe incorporar la intención e identificación de los contenidos, temas y problemas de , pedagógicas, la distribución del tiempo y las secuencias del proceso educativo, los logros, competencias y conocimientos que los educandos deben alcanzar y adquirir la finalizar cada uno de los períodos escolares en cada área y grado, disposiciones estas que evidencian, en todo caso, la sujeción de los planteles educativos alas normas contenidas en la ley general de educación y, en especial, al sometimiento a los fines y al proceso educativo allí contenido.”    

1.2. Concepto de la violación de cada uno se los artículos Constitucionales. 
1.2.1. Las normas demandadas violan el artículo 13, por cuanto desconocen el derecho a la igualdad al ordenar la promoción de un curso al siguiente superior tanto de los estudiantes que han obtenido sus logros, como de aquellos que no han obtenido ninguno.
El derecho fundamental a la igualdad es uno de los que más ha tenido desarrollo en la jurisprudencia constitucional y de las altas cortes.

Es necesario precisar que no es lo mismo igualdad que identidad, semejanza, paridad, uniformidad, equivalencia, coincidencia, aun cuando los diccionarios los consideran sinónimos y al efecto cita jurisprudencia de la Corte  Constitucional.
La igualdad debe aceptarse o descartarse luego de la aplicación del llamado “test de igualdad, razonabilidad o proporcionalidad”, que permite concluir si un trato desigual es o no justificado.
Para resolver el problema jurídico puesto a consideración del H. Consejo de Estado es necesario ahondar en el concepto de igualdad de oportunidades, de tal manera que al analizar dos resultados académicos diferentes se llegue a la conclusión que merecen, en últimas, la misma calificación del aprobado o que uno merezca la aprobación y otro la reprobación.

El problema que plantea el párrafo demandado del artículo 9 y el parágrafo del artículo 9 del Decreto 230 es meramente matemático, caprichoso sin ninguna justificación y contradictorio.
La norma demandada establece que la Institución Educativa debe promover por lo menos el 95% de los educandos, independientemente de que hayan o no sido evaluados en términos aceptables o superiores a aceptables.

En la práctica, de una institución Educativa de 20 estudiantes, solamente puede ser seleccionado para repetir el grado escolar un estudiante y los otros 19, en cumplimiento de la norma demandada necesariamente deben ser promovidos independientemente de que hayan perdido todas las áreas.
Si de los 19 estudiantes, que cita en el ejemplo, según la experiencia que tiene de haber hablado con infinidad de profesores de la educación básica, 10 obtienen calificación superior o aceptable y los otros 9 obtienen insuficiente o deficiente en todas sus materias, al tener que promoverlos a todos, se está violando el principio de igualdad porque darle el mismo reconocimiento a quien es aceptable que a quien es insuficiente no tiene ninguna justificación y se viola el principio de derecho natural que enseña que a cada quien hay que darle lo que corresponda, y al respecto reitera el ejercicio frente a un grupo integrado por 30 estudiantes. 
1.2.2. Las normas demandadas violan el artículo 44 constitucional por cuanto desconocen los derechos fundamentales de los niños y las niñas a la educación y la cultura, bajo el entendido que ambos comprenden la instrucción y al ordenar la promoción de un curso al siguiente superior, tanto de un estudiante que se ha instruido como del que no lo ha hecho, a aquel se le burlan dichos derechos.

El artículo 44 de la C.N. no puede ser considerado únicamente como una enunciación teórica de los derechos de los niños o las niñas, o lo que es lo mismo, no es un simple texto literario.  

Los derechos fundamentales a la educación y a la cultura, dentro de los cuales se comprende el de la instrucción, es decir, la aprehensión del conocimiento debe ser garantizado por el Estado.

Señala que en una gran mayoría de establecimientos educativos los educandos de manera cínica le expresan a sus profesores: “Usted no me puede obligar a estudiar porque tiene que promoverme la curso siguiente, apruebe o no las áreas.” Esta mala conciencia que se forma en los niños es consecuencia del desafortunado párrafo del Decreto 230 que es objeto de la demanda, y que el Estado, en vez de estar sembrando educación y cultura, está cultivando la conciencia de irresponsabilidad y de exigencia de oportunidades sin que se satisfagan los mínimos requisitos para que tengan derecho a ellas. Asimismo, explica que mediante la disposición, se fomenta la irresponsabilidad desde la niñez. 
Indica que en el mundo actual, en el competido campo empresarial y del conocimiento, si el Estado patrocina la promoción educativa sin que los educandos tengan los mínimos conocimientos, está formando personas incompetentes, resultado que fácilmente se observa en las pruebas del ICFES y en las de confrontación de capacidad internacional.

Las normas demandadas violan el artículo 67 de la C.N.,  por cuanto desconocen el derecho de los niños y adolescentes al acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura y evade la obligación que corresponde al Estado de velar por la calidad de la educación y la mejor formación moral y física de los educandos. 
El argumento para sustentar la violación de éste artículo es semejante al expuesto en los párrafos anteriores puesto que el acceso al conocimiento no es solamente una propuesta retórica sino que debe ser una realidad.
Acceder es entrar al conocimiento, o lo que es lo mismo, a que la persona posea la información, la entienda, la aplique en su diario vivir. Los romanos enseñaron que “Nos Scholae, sed vitae discimus”, o lo que es lo mismo: No aprendemos para la escuela, sino para la vida, y si a los niños y niñas les estamos enseñando que pueden obtener el grado de bachilleres sin alcanzar ninguno de los logros académicos, en su vida como profesionales exigirán igual trato y como lo más seguro es que no tengan acceso al mercado laboral, por su incompetencia y falta de conocimientos se dedicarán al mercado informal y en no pocos casos a la vida delictiva.

La calidad de la educación y de la información se miden por la buena calificación y la obtención de resultados en la vida profesional. Los estudiantes que han recibido educación e información de calidad estarán en los primeros puestos y serán motores del progreso económico del País.

Sobre el verdadero sentido de la norma demandada, acota  que esta tiene dos lecturas correlativas a saber:

La primera impone a los docentes la obligación de promover a los educandos, así las evaluaciones finales no sean satisfactorias.

La segunda, que es gravísima para la salud del tejido Social y del capital humano de Colombia, da a los educandos EL DERECHO a ser promovidos, así las evaluaciones finales no sean satisfactorias.

Los educandos de primaria y de bachillerato han tomado plena conciencia de que no deben hacer el más mínimo esfuerzo para aprobar el curso, puesto que alcancen o no los logros del proyecto educativo, tienen DERECHO a ser promovidos.

El común de los educandos apenas si hará un esfuerzo, casi nulo, para lograr calificación de aceptable y en esta forma, por virtud de las normas demandadas se están formando ciudadanos mediocres en todos los quehaceres de la vida.
De este modo, al formar en los educandos la cultura del menor esfuerzo, la idea de vivir en la mediocridad, la opción de exigir derechos sin haber hecho méritos, se ancla a Colombia en la pobreza económica e intelectual y se está negando a los niños y niñas un real derecho a la cultura y a la educación de calidad.

1.2.3. Las normas demandas violan el artículo 68 de la C.N.,  por cuanto al patrocinar la promoción escolar sin la aprobación de por lo menos un mínimo de áreas del conocimiento, está evadiendo la obligación de erradicar el analfabetismo.

En el mundo actual, analfabeto no es solo quien no conoce el alfabeto, es decir quien no sabe leer y escribir, sino también quien no lo hace correctamente y de manera competitiva. Quien solo deletrea o escribe con los conocimientos mínimos de una lengua, es un analfabeto funcional. En Colombia serán analfabetos funcionales muchos de los bachilleres que han obtenido el grado gracias a la promoción automática consagrada en al norma que es objeto de esta demanda.

1.2.4. Las normas demandadas violan el artículo 70 constitucional, por cuanto al patrocinar la promoción escolar sin la aprobación de por lo menos un mínimo de áreas, o lo que es lo mismo, sin un conocimiento mínimo se está evadiendo la obligación que tiene el Estado de promover y fomentar de manera real y no solo teórica, la cultura.
La Ley 397 de 1997, que en parte desarrolla el mandato constitucional contenido en el Art. 70 citado, dispone que el Estado impulsará y estimulará los procesos, proyectos y actividades culturales en un marco de reconocimiento y respeto por la diversidad y variedad cultural colombiana. Así mismo prevé que el Estado protegerá el castellano como idioma oficial de Colombia.

Finalmente transcribe algunos apartes de reconocidos estudiosos de la realización educativa de Colombia quienes opinan sobre la mala y pésima calidad de la educación, debida en gran parte a la aplicación de las normas demandadas.   

II. CONTENSTACIÓN DE LA DEMANDA

La apoderada del Ministerio de Educación contestó la demanda con los argumentos que se resumen a continuación:
Manifiesta que para sustentar la constitucionalidad y legalidad de los aspectos impugnados, tales como el 95% y 5%, debe evaluarse el Decreto 230 de 2002 en su contexto, y partirse de los criterios, conceptos y estrategias que promueven el mejoramiento de la calidad de la educación en su conjunto, los cuales son incorporados en la totalidad del Decreto demandado, desde la organización curricular misma, hasta los mecanismos para la evaluación de la institución educativa.

Es precisamente el artículo 67 de la Constitución Política el que otorga al Estado la facultad de regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad. Corresponde al Estado expedir las regulaciones conforme a las cuales se debe impartir la educación de tal manera que los particulares, al concurrir a la prestación del servicio público educativo, se sometan a tales regulaciones en procura de que el proceso educativo a cargo de los mismos forme integralmente a los educandos tal como lo establece la Ley General de educación y sus reglamentos.

El Decreto 230 de 2002 respeta y mantiene los mandamientos de la ley General de Educación en cuanto a los fines y lineamientos curriculares, estableciendo con base en recomendaciones de organismos tanto de nivel nacional como internacional, lo referente a logros, competencias y conocimientos que todos los estudiantes deben aprender en su debida oportunidad, tal como se demuestra a lo largo de ese escrito.

La norma acoge aspectos tan importantes como los siguientes:

2.1. Estándares curriculares.      

Estos se definen como una delimitación de los conocimientos conceptuales y procedimentales a ser adquiridos por la totalidad del alumnado en términos estrictamente académicos y socialmente validados, que constituyen un lenguaje común para todas las instituciones y actores y que están sujetos a una evaluación sistemática.

2.2. Indicadores de Calidad y Desempeño.
El Ministerio de Educación Nacional, a través de su ejercicio de inspección y vigilancia, ha comprobado que la misión, visión y objetivos que los establecimientos educativos consagran en el Proyecto Educativo Institucional “PEI”, no hace posible que éstos sean evaluados en cuanto a si se logran los objetivos allí consagrados, por falta de indicadores de calidad y desempeño que permitan medir su alcance y desarrollo. Ahora, el Decreto 230 busca desarrollar la evaluación institucional a través de autoevaluaciones y procesos de autorrevisión.

El Decreto 230 del 11 de febrero de 2002 apunta a mejorar la calidad de la educación, no solamente reflejado en la promoción del 95% de los educandos que finalicen el año escolar en cada uno de los grados, aspecto que se demanda, sino en todo el contexto del proceso educativo.

No comparte la apreciación de la parte demandante, acerca de que la norma demandada del Decreto 230 de 2002, viole los mencionados artículos de la Constitución Política, por las siguientes razones:

En cuanto al artículo 13 de la Constitución Política señala que la Corte Constitucional se ha pronunciado en diferentes ocasiones en varios fallos, entre otros en la Sentencia SU 224 de 1998, en donde se puede apreciar que con la expedición de la norma acusada no se está violando este derecho y al efecto transcribe un aparte de esa sentencia.
En cuanto al artículo 44 de la Constitución Política indica que este establece la educación como un derecho fundamental de los niños y como tal, no están siendo desconocidos en manera alguna por la norma acusada, pues si bien es cierto que los padres tienen derecho a escoger libre y responsablemente la educación de sus hijos menores, también es cierto que la misma Carta de 1991 planteó un cambio profundo en el campo de la educación otorgando un papel central a la educación para formar a través de ella a ciudadanos capaces y activos que participen en la construcción y desarrollo del país. 
No puede ser objeto de cuestionamiento el hecho de que el Gobierno Nacional en uso de sus facultades, desarrolle el procedimiento de evaluación, bajo el argumento de que atenta contra el derecho de los niños y los padres de familia, toda vez que por el contrario se están fijando los criterios en materia de currículo, evaluación y promoción de los educandos y evaluación institucional, los cuales deben ser acogidos por todas las instituciones educativas.

De igual manera, es la misma Constitución Política en su artículo 67 la que determina que corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, entre otros, lo cual se observa en el mencionado Decreto. 
Asimismo, el Decreto 230 del 11 de febrero de 2002 busca mejorar la calidad de la educación, acogiendo las tendencias y recomendaciones nacionales e internacionales de trabajar sobre los estándares, reorientando no solamente la promoción de los alumnos sino teniendo en cuenta normas técnicas curriculares para que los alumnos aprendan lo que tienen que aprender y establezcan mejores condiciones para ser competitivos.

De igual manera, se lleva al docente a dedicar más tiempo al estudiante, con un control permanente sobre el proceso educativo; tanto es así que en el artículo 4 de la norma acusada se han establecido cuatro períodos de evaluación en los que se divide el año escolar, cada uno de diez semanas de duración.

Al finalizar cada período se efectúa una evaluación al alumno para determinar su desempeño, los padres de familia o acudientes al término de los períodos recibirán un informe escrito de evaluación en el proceso formativo en cada una de las áreas. El informe evaluativo, tal como se concibe en el Decreto 230, debe incluir una información precisa y comprensible para los padres de familia, acerca de las fortalezas y dificultades que se le hayan presentado en cualquiera de las áreas, estableciendo estrategias y recomendaciones para mejorar.

Si por el contrario, el desempeño del educando ha sido deficiente, se debe diseñar un plan específico a cargo del establecimiento educativo para el siguiente período consistente en un compromiso entre el padre de familia, el educando y el educador para que el alumno continúe su proceso de formación.

Como puede verse, el Decreto apunta a que haya un seguimiento y acompañamiento permanente a la formación del educando; al finalizar cada período se evalúa el alumno, aspecto diferente al consagrado en la norma anterior, el Decreto 1860 del 3 de agosto de 1994, que establecía indicadores de logro al finalizar el año escolar, es decir, al terminar cada grado cuando ya el educando no tenía más salida que repetir.

Repetir todo un año no ha sido un experiencia exitosa, el plan de recuperación debe ser para el área en que se presentan las deficiencias, para que el problema no solamente sea del alumno sino también del profesor y del establecimiento educativo, lo cual permite examinar las causas que la generan, la metodología del docente, ya que el buen educador es el que logra que el mayor número de estudiantes aprenda y pase, y que excepcionalmente se de el fracaso, esto es lo que se pretende con el artículo acusado, que no fracasen más del 5% de los educandos que finalicen el año escolar.

En este orden, la institución educativa está obligada a promover el potencial cognitivo y efectivo de todo educando; la promoción se asume como una transición de un estado de desarrollo académico a otro superior, y por lo tanto, alejada de decisiones facilistas que den lugar a lo que el demandante considera promoción gratuita y engañosa.

El objetivo fundamental del servicio público educativo es el de que todos los niños que ingresen al servicio educativo sean promovidos al grado siguiente, en el entendido que el alumno asiste a la institución educativa para que lo formen y avance en su desarrollo educativo.

Lo que pretende la norma demandada, la cual fue expedida tras un serio análisis y estudio, es que los establecimientos educativos se fijen una meta de calidad que les permita evaluar al final del año si el plantel está cumpliendo con los objetivos previstos en el Proyecto Educativo Institucional “PEI”, el Currículo y el Plan de Estudios.
Cumpliendo las instituciones los propósitos para cumplir la meta, tanto el 95% como el 5% de que trata el artículo 9 del Decreto 230 de 2002, cuya nulidad se solicita, se entiende que este porcentaje no es más que un regulador, es decir, un parámetro, un control social sobre la educación para evitar la repitencia; no se trata de promocionar a los educandos por el simple hecho de hacerlo, sino de adoptar durante el transcurso de todo el año escolar las medidas necesarias para que el promedio de repitencia no supere el 5% de los estudiantes que finalizan el año escolar en cada uno de sus grados.

Para efectos de demostrar que no se trata de una simple cuantificación, informa que se efectuaron múltiples estudios y análisis de las tasas de repitencia en cada uno de los departamentos y distritos del país, tasas determinadas en el boletín No. 28 del Departamento Nacional de Planeación “Eficiencia del Sistema Educativo. Perfiles Departamentales 1995-1999”, establecidas tanto para básica primaria como para básica secundaria, las cuales anexará en el acápite de pruebas para el correspondiente análisis.

De acuerdo con las tasas de repitencia, el promedio nacional de repitencia en los grados primero y sexto superará el 5%- grado primero (11.5%) y grado 6(6.5%), en los demás grados el promedio nacional alcanza a ser significativamente inferior, es decir el promedio está por debajo, en los grados 7 y 8, es del 1.8%.

Así las cosas, lo que el Decreto 230 de 2002 en el artículo demandado propone es regular la repitencia, en el entendido de que la mayoría de los estudiantes aprenden y aprueban dejando un margen del 5% de reprobación. Sugiere, entonces, un margen de flexibilidad para atender los casos excepcionales, es decir, aquellos estudiantes que no obstante, habiendo contado con todo el esfuerzo y alternativas pedagógicas finalmente no alcanzaron los logros deseados y propuestos en los programas curriculares.
En cuanto a  la repitencia, señala que ésta se había constituido en una estrategia recurrida en todos los modelos para aquellos educandos que no cumplieran satisfactoriamente los requerimientos académicos exigidos. Anteriormente, un alumno que reprobaba tres asignaturas perdía el año escolar y se obligaba a repetirlo todo. En el caso del Decreto 1860 de 1994, solamente podían perder sexto y noveno, caso en los cuales igualmente repetía el año respectivo, y con las sentencias proferidas, la posibilidad de repetir el grado se extendió a todos.

Los cuestionamientos que le caben a la repetición se refieren en primer término, a considerarla básicamente como un correctivo con una gran connotación punitiva, de castigo, sin dar lugar alguno a reflexionar sobre las causas internas o externas que habían originado la reprobación en signaturas o áreas. El sistema de calificaciones cuantitativas, por lo demás hacía caer en extremos de subjetividad: una asignatura se perdía por una décima y una décima era decisiva para reprobar un año. En segundo término, y como lo más cuestionable de esta modalidad es que el educando no encontraba más alternativas que repetir el plan de estudios completo del grado perdido, sin importar qué otras asignaturas o áreas se habían aprobado. La rigidez de la solución no permitía consideración distinta, de tal modo que se resignaban a cursar nuevamente, probablemente con el mismo docente, el mismo método, iguales temas y contenidos.

Finalmente, la repetición no tenía posibilidades de control alguno, al extremo de que en lugar de considerarse en todos los casos como una medida de excepción, podía ser parte de una generalidad.
La reprobación de un año es una medida de consecuencias muchas veces inimaginables para el alumno y la familia, y es uno de los factores determinantes del abandono escolar. Puede tener consecuencias traumáticas en la autoestima de la persona, y esta razón es, por sí misma, suficientemente importante.
Según estudios llevados a cabo en diferentes países, investigadores muy prestigiosos en educación coinciden en que los efectos perjudiciales de la repetición son mayores que los beneficiosos, especialmente en los primeros años escolares, cuando el niño está adquiriendo confianza en sus capacidades, gusto por el aprendizaje escolar y manejo social, pues quedarse rezagado de sus compañeros, y desvalorizado en sus capacidades, le crea baja autoestima, inseguridad y rechazo escolar.

La apoderada de la entidad demandada transcribe apartes de las Sentencias SU_641 de 1998,  SU 641 de 1998 y T- 035 de 1995  de la Corte Constitucional sobre el papel del educador y de la educación, para acotar  algunos argumentos que reflejan la inconveniencia de la repetición.
Como se desprende de lo anterior, no es caprichosa la cifra determinada en la norma acusada, pues el Ministerio de Educación Nacional, en ejercicio de su función de inspección y vigilancia de la educación y en el marco de su competencia ha actuado dentro de los límites que le impone la constitución y las leyes tal como se expresa a lo largo de la contestación d la demanda.

No hay que olvidar que la misma Constitución Política en el artículo 67 impone al Estado con respecto a la educación, entre otros, la obligación de garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones para su acceso y permanencia en el sistema educativo.

En cuanto a las acusaciones del demandante, señala que para éste el artículo 9 incisos 1, último y parágrafo del Decreto 230 del 11 de febrero de 2002, desconocen la condición de servicio público de la educación toda vez que al reducir la responsabilidad del usuario, anula la función social haciendo del educando un simple beneficiario. Al respecto, repone que es absurdo pensar que el Ministerio de Educación, en ejercicio de sus atribuciones legales, pueda desconocer la condición que la Carta Política en su artículo 67 ha dado a la educción como derecho de la persona y como servicio público que tiene una función social. 
El servicio público educativo, tal como lo establece el artículo 2 de la Ley 115 de 1994, comprende el conjunto de normas jurídicas, los programas curriculares, la educación por niveles y grados, la educación no formal, las instituciones sociales con funciones educativas, culturales y recreativas, los recursos humanos, tecnológicos, metodológicos, materiales, administrativos y financieros, articulados en procesos y estructuras para alcanzar los objetivos de la educación. Con relación a este aspecto, transcribe apartes de la Sentencia T-202 de 2000.
Reitera que el Decreto 230 de 2002 consagra una especie de control preventivo de tal manera que si el alumno presenta deficiencias en su proceso educativo se compromete con el plantel educativo a mejorar en el próximo período, suscribiendo un compromiso en el que intervienen él, el padre de familia o acudiente y el educador; es decir se involucran los tres estamentos, la familia, la sociedad y el Estado en el transcurso del año escolar, y no al finalizar éste, como ocurría anteriormente.
Arguye que el proceso de desarrollo y formación del menor es análogo a su crecimiento biológico, y  la escuela interviene para que el niño pueda desarrollar sus capacidades y las pueda convertir y transformar en competencias que le permitan vivir y desarrollarse competitivamente en la sociedad, y cita al respecto jurisprudencia de la  Corte Constitucional 
En consecuencia, el objetivo es que los alumnos sean promovidos pero para ello es preciso que superen cada período, para lo cual la norma demandada consagra el permanente seguimiento por parte del educador y el correspondiente compromiso, tal como se ha indicado en esta contestación de la demanda.

Es importante aclarar que si bien el artículo 148 numeral 2 literal d) habla de la promoción a niveles superiores, los niveles estarán conformados por grados y así lo determina la Ley general de Educación en su artículo 11, aludiendo nuevamente a jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el tema, contenida en la Sentencia  T-218de 1995.
Finalmente, solicita sea declarada la excepción de COSA JUZGADA teniendo en cuenta que el Consejo de Estado se pronunció sobre dicha norma en sentencia 7874 de noviembre 18 de 2004, Sección Primera, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, mediante la cual se concluyó que con la expedición del Decreto 230 de 2002 no violó norma constitucional ni legal alguna.
    

III- ALEGATO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público, sugiere denegar las súplicas de la demanda, con fundamento, en esencia, en lo siguiente:

3.1. En primer lugar se refiere a la excepción de cosa juzgada respecto del proceso fallado con Providencia del 18 de noviembre de 2004, Expediente No 11001-03-24-000-2002-0108-01 (7824), M.P.: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, para indicar que aun cuando existe parcialmente identidad de objeto, la misma no se configura por cuanto no se encuentra una identidad de causa, esto es, los motivos que sustentaron la primera demanda difieren de los expuestos en el presente proceso, toda vez que, en primer lugar, las normas que se han considerado violadas por el demandante en este proceso son distintas de las que enunciadas en la primera demanda, lo cual origina, en segundo lugar, que el concepto de la violación en uno y otro difieran. Por tal motivo no se dan los supuestos señalados en la ley para que configure la excepción de cosa juzgada. 

3.2. En lo que respecta a la definición del problema jurídico a resolver, señala que este consiste en si las disposiciones demandadas del artículo 9° del decreto No. 230 de 2002 son trasgresoras de los artículos 13, 44, 67, 68 y 70 de la Constitución Política, pues existe una diferencia de trato entre los estudiantes que obtienen sus logros y los que no, atendiendo que la norma pretende eliminar la posibilidad de que un estudiante repita y apruebe un curso sin tener en cuenta si ha alcanzado o no los logros mínimos necesarios para ascender en el escalafón educativo.  Así pues el cargo a resolver, conforme al artículo 84 del Código Contencioso Administrativo será el de la violación de las normas en que ha debido fundarse.    

Frente a lo anterior, el Agente del Ministerio Público indica que no encuentra que las normas dispensen efectos jurídicos desiguales a los estudiantes, primero, por cuanto la norma está dirigida a los establecimientos educativos y dentro de estos, a las comisiones de evaluación, fijándoles parámetros bajo los cuales debe operar la evaluación y promoción de aquellos; y segundo, teniendo en cuenta que la discriminación que anuncia el demandante entre los estudiantes que lograron cumplir su logros y metas en el año escolar y aquellos que no (con la posibilidad de ser promovidos), no existe, pues los estudiantes que obtuvieron sus logros, en nada se verán afectados en sus derechos constitucionales y los que no los obtuvieron, se someterán a las evaluaciones que realice la comisión de evaluación, quien decidirá quienes deben repetir y quienes a pesar de no haber conseguido sus objetivos, tienen la posibilidad de recuperarlos conforme lo indica el artículo 10  de la misma normatividad.  
IV.- CONSIDERACIONES DE LA SALA:

La norma demandada es el artículo 9º del decreto 230 de 2002, modificado por el artículo 1º del decreto 3055 de 2002, en el párrafo resaltado en negrilla y subrayado, cuyo tenor literal dispone lo siguiente:
“Promoción de los educandos. Los establecimientos educativos tienen que garantizar un mínimo de promoción del 95% del total de los educandos que finalicen el año escolar en la institución educativa.

Al finalizar el año, la Comisión de Evaluación y Promoción de cada grado será la encargada de determinar cuáles educandos deberán repetir un grado determinado.

Se considerarán para la repetición de un grado cualquiera de los siguientes educandos:

a) Educandos con valoración final Insuficiente o Deficiente en tres o más áreas;

b) Educandos que hayan obtenido valoración final Insuficiente o Deficiente en matemáticas y lenguaje durante dos o más grados consecutivos de la Educación Básica;

c) Educandos que hayan dejado de asistir injustificadamente a más del 25% de las actividades académicas durante el año escolar.

Es responsabilidad de la Comisión de Evaluación y Promoción estudiar el caso de cada uno de los educandos considerados para la repetición de un grado y decidir acerca de esta, pero en ningún caso excediendo el límite del 5% del número de educandos que finalicen el año escolar en la institución educativa. Los demás educandos serán promovidos al siguiente grado, pero sus evaluaciones finales no se podrán modificar.

Parágrafo. Si al aplicar el porcentaje mínimo de promoción, es decir, el noventa y cinco por ciento, al número de alumnos de la institución educativa y la operación da como resultado un número fraccionario, se tendrá como mínimo de promoción el número entero de educandos anterior a la fracción”.

1.- Sea lo primero determinar si hay lugar a reconocer la excepción de cosa juzgada formulada por la entidad demandada, por considerar que el debate jurídico aquí planteado fue ya adelantado y decidido en virtud del proceso identificado con expediente No. 11001-03-24-000-2002-0108-01(7824), y fallado mediante sentencia de 18 de noviembre de 2004, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
Así, a fin de determinar si existe la requerida identidad de objeto y de causa respecto de ambos procesos,  para que se configure la cosa juzgada, en los términos del artículo 175 del C.C.A., y 332 del C. de P.C, es menester referirse a la esencia de los fundamentos de los cargos de violación expuestos en cada uno de estos, pues como lo ha señalado esta Sección, en tratándose de juicios de simple nulidad,  en los que la decisión jurisdiccional sea negativa, como en el presente caso,  es decir si el acto demandado continúa vigente, la cosa juzgada se predica, únicamente de las causales de nulidad alegadas y del contenido del petitum que no prosperó. En consecuencia, la norma puede ser demandada por otra causa y puede prosperar la pretensión, lo que quiere decir, que en tales aspectos la sentencia es inmutable, y por tanto, debe estarse a lo resuelto en la misma
.
Pues bien, en el referido proceso se demandó la nulidad de los incisos primero y último, y el parágrafo del artículo 9° del Decreto Reglamentario 230 de 11 de Febrero de 2002, por violar los artículos 16 y 42 de la Constitución Política; 1º, 5º, 7º, 91, 92 y 148, numeral 2, literal d), de la Ley 115 de 1994; y 9º de la Ley 715 de 2001. 

Por su parte, en el caso bajo examen, se demanda la misma norma, en el aparte subrayado del inciso segundo y en su parágrafo, por violar los artículos 13, 44, 67, 68 y 70 de la Constitución Nacional.
De este modo, en lo que hace al primer elemento de coincidencia, es decir, identidad de objeto, es dable señalar que el mismo se configura por cuanto en el proceso con radicación 7824 se demandó el artículo 9º del decreto 230 de 2002 en su inciso primero y último, al igual que su parágrafo; y, en el presente caso, se demanda idéntica norma, resultando sus apartes cuestionados coincidentes con los que fueron materia de estudio de legalidad en el anterior proceso, esto es, un aparte de su último inciso y el parágrafo. 
En lo que refiere a la identidad de causa, se advierte que los fundamentos de los cargos presentados en uno y otro proceso revisten una importante coincidencia, puesto que, en el primero de ellos, el demandante estima, refiriéndose al inciso 1º de la norma cuestionada, que esta “fuerza u obliga a garantizar una promoción de  estudiantes en términos absolutamente numéricos, sin mirar los resultados del proceso, y sin que importe si se dio o no el desarrollo de la persona, bien sea en el aspecto cognitivo, moral, axiológico o actitudinal. Más aún, a pesar de conocer los resultados negativos, la norma obliga a promocionar al estudiante a ultranza de la realidad académica. Tampoco  mira si el educando ha llegado a desarrollar las habilidades propias de su edad o de su nivel, pues la norma simplemente exige un resultado cuantificable”. Asimismo, se refiere a la categoría de servicio público de la educación en los términos Del artículo 1º, inciso 2º, de la Ley 115 de 1994, en armonía con el artículo 67 de la Constitución Política, esgrimiendo que “la laxitud con la que el inciso primero del artículo acusado concibe el proceso educativo y el nulo nivel de responsabilidad del usuario  le resta a la educación el carácter de servicio y reduce a cero la responsabilidad del educando, es decir, la contraprestación académica, anulando la función social del servicio y haciendo del usuario un simple beneficiario”.
Por su parte, en el sublite, se observa que el demandante es reiterativo en sostener similar cuestionamiento pues estima que el permitir la promoción al siguiente grado estudiantil a educandos que no han completado sus logros académicos, en observancia de la norma demandada, contribuye a desdibujar la noción de servicio que reviste la educación, pues aquella exige el cumplimiento de una meta numérica sin garantía de calidad educativa, y por ende, no se está frente al concepto de usuario del servicio de educación, sino de un simple beneficiario. Ello a su turno, hace que no se observen los propósitos de fomento real de la educación y la cultura que corresponden al Estado, según la normativa constitucional que invoca.
Así, y aun cuando en el presente proceso judicial se invocan como vulneradas disposiciones normativas diferentes a las del primero, se vislumbra una clara semejanza en los planteamientos argumentativos que soportan los cargos de violación. Sobre la circunstancia así encontrada, es pertinente advertir que no es predicable la identidad de causa en tratándose de situaciones en las que existe una análoga estructuración argumentativa de los cargos, pero con respecto a normas disímiles invocadas como vulneradas, dado que el cargo en si mismo debe combinar tanto la norma violada como la explicación del concepto de violación
, lo cual no se configura en el sublite habida cuenta de que no existe coincidencia en la indicación de las normas violadas.
Así las cosas, fuerza concluir que  la excepción de cosa juzgada propuesta por la entidad demandada, no observa los requerimientos necesarios para su prosperidad. 
2.- En este orden, la Sala abordará el examen de legalidad del aparte demandado del artículo 9º del decreto 230 de 2002 modificado por el artículo 1º del decreto 3055 de 2002, comenzando por el cargo consistente en la violación al derecho a la igualdad contenido en el artículo 13 de la C.N., el cual es fundamentado por el demandante en el hecho de que, en aplicación de la norma, resultan promovidos al grado escolar siguiente, tanto los estudiantes que han obtenido los logros del respectivo año escolar, como aquellos que no lo han hecho. Esta situación atenta, en su parecer, contra la igualdad de oportunidades pues al analizar dos resultados académicos diferentes se concluye que ambos merecen la aprobación independientemente de que uno de ellos deba ser reprobado.
Para efectos de establecer si el tratamiento contemplado en la norma, consistente en que no más del 5% de los educandos del plantel educativo pueda reprobar el curso, y por ende, se vea en la necesidad de repetirlo, en supuesto detrimento del derecho a la igualdad de quienes ostentan los méritos académicos para aprobar el respectivo grado, es pertinente traer a colación los señalado por la Corte Constitucional en Sentencia T-810 de 2011:
“La garantía del derecho a la igualdad resulta ser un presupuesto necesario para lograr la autorrealización personal, en la medida en que promueve como reconocimiento al valor intrínseco de todo ser humano, un trato sin distinciones injustificadas entre personas por parte del Estado, y el ejercicio de los derechos y libertades en condiciones de igualdad…” (Subrayado fuera de texto).

Asimismo, en Sentencia T-051 del 2011, se indicó lo siguiente sobre el derecho fundamental a la educación, frente al derecho a la igualdad:
Como ha recalcado la jurisprudencia de esta Corporación, la Constitución de 1991 contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior. 

De estas disposiciones, la Corte ha precisado que la educación tiene una doble dimensión en tanto que se caracteriza por ser un derecho- deber del cual emanan otros derechos y obligaciones para quienes deben procurar y garantizar de forma efectiva su prestación. 

La titularidad del derecho a la educación es inherente al individuo, ya que todas las personas naturales son beneficiarias del derecho. Esta garantía tiene como fin que la persona tenga la posibilidad de acceder a diversidad de contenidos, conforme a sus intereses, gustos, habilidades, valores, cultura, tradiciones, etc., pero con la obligación de cumplir con los requisitos académicos, estándares de calidad, obligaciones disciplinarias, entre otras propias del centro educativo, ya sea público o privado, en el que acceda al servicio educativo. 

A nivel de servicio público, es relevante tener en cuenta que es obligación del Estado garantizar el acceso, la cobertura, la calidad, la permanencia en el sistema, así como brindar todos aquellos mecanismos que permitan el goce efectivo del derecho fundamental a la educación. 

Esta Corporación ha reconocido la naturaleza esencial o fundamental del derecho a la educación, a pesar de no estar reconocida expresamente en la Constitución, puesto que es un elemento que permite replantear constantemente los medios de acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los valores de la vida en sociedad. Al respecto en la Sentencia T-202 de 2000 la Corte puntualizó: 

“(…) es indudable que el derecho a la educación pertenece a la categoría de los derechos fundamentales, pues, su núcleo esencial, comporta un factor de desarrollo individual y social con cuyo ejercicio se materializa el desarrollo pleno del ser humano en todas sus potencialidades. Esta Corporación, también ha estimado que este derecho constituye un medio para que el individuo se integre efectiva y eficazmente a la sociedad; de allí su especial categoría que lo hace parte de los derechos esenciales de las personas en la medida en que el conocimiento es inherente a la naturaleza humana.”

En armonía con lo anterior, los principios fundamentales del derecho a la educación son la eficiencia, la continuidad y la calidad, al igual que el servicio a la comunidad, la búsqueda del bienestar general, la distribución equitativa de las oportunidades, los beneficios del desarrollo y la elevación de la calidad de vida de toda la población. Por ello, la prestación del servicio público de educación requiere de la inspección y vigilancia pública, para asegurar la calidad, el logro de sus fines y la más óptima formación moral, intelectual y física de los individuos. 

De lo contemplado por el Constituyente en materia de protección del derecho a la educación, la jurisprudencia constitucional ha identificado como características principales de este derecho las siguientes: (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa, de la realización personal y el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, entre otros; (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una adecuada formación; (v) se trata de un derecho deber que genera obligaciones reciprocas entre todos los actores del proceso educativo.
De otra parte, conforme con lo estipulado en el artículo 67 de la Carta, el derecho fundamental a la educación posee la connotación de deber y servicio público, circunstancia por la cual la jurisprudencia constitucional le ha reconocido contenido prestacional. Como características de ello se encuentra: (i) la asequibilidad o disponibilidad del servicio, que se materializa en la obligación del Estado de crear y financiar suficientes instituciones educativas a disposición de todos aquellos que demandan su ingreso al sistema educativo e invertir en infraestructura para la prestación del servicio, entre otras; (ii) la accesibilidad, que implica la obligación del Estado de garantizar el ingreso y continuidad de todos en condiciones de igualdad al sistema aludido, la eliminación de todo tipo de discriminación en el mismo, y facilidades para acceder al servicio desde el punto de vista geográfico y económico; (iii) la adaptabilidad, que se refiere a la necesidad de que la educación se adecue a las necesidades y demandas de los educandos y que se garantice continuidad en la prestación del servicio, y (iv) la aceptabilidad, la cual hace alusión a la calidad de la educación que debe impartirse…” (Negrilla y subrayado fuera de texto).
De la jurisprudencia citada es de acotar que el derecho a la igualdad en materia de educación se halla esencialmente fundado en el acceso real e igualitario a servicios educativos de calidad, donde se garantice, además, la continuidad del educando en el sistema. Este derecho no se advierte desatendido por la fijación de metas tendientes a que los estudiantes sean, en el porcentaje previsto en la disposición cuestionada, promovidos al siguiente grado en aplicación de fórmulas de seguimiento educativo establecidas en el decreto. Al contrario, la norma pretende garantizar que el individuo siga la secuencia de grados educativos determinada legalmente, evitando que se vea constreñido a repetir todos los logros del respectivo curso, cuando puede reforzar, durante el subsiguiente grado, aquellas materias donde no ha obtenido las calificaciones adecuadas, y continuar así ascendiendo hacia la culminación de los grados escolares de rigor. Se resalta, en este orden, que la repitencia se ha de imponer como medida excepcional, frente a las situaciones previstas en la misma norma cuestionada
, justamente con el fin de garantizar que el aprendizaje resulte ser apropiado frente a los logros correspondientes al curso de que se trate, de forma tal que los estudiantes que incurran en la repetición del año escolar sean el menor número posible, y ello concuerda con los propósitos de continuidad en el sistema que entraña el derecho a la educación. 
Tampoco se observa que el estudiante que merece aprobar un curso y ser promovido al siguiente, resulte afectado en su derecho a la igualdad en materia educativa, por el hecho de que otro educando, con inferiores resultados, pueda igualmente continuar al grado siguiente. El acceso al servicio educativo, en los términos que debe ser garantizado por el Estado, no sufre merma alguna frente al estudiante con superiores resultados académicos a consecuencia de la aplicación de la meta contenida en la norma, toda vez que aquel continuará accediendo a los servicios de educación, sin que se vea menoscabado su derecho a los mismos.  
De lo expuesto, se colige, entonces, que el cargo no está llamado a prosperar. 

3.- La alegada vulneración a los artículos 44, 67, 68 y 70 de la Constitución Nacional se sustenta, como se indicó anteriormente, en el argumento según el cual, el permitir el acceso al siguiente grado a estudiantes que no se han esforzado académicamente para la obtención de los logros requeridos para el efecto, desatiende el derecho de los niños a la educación y cultura, evade la obligación del Estado de velar por la calidad de la educación y erradicación del analfabetismo, y en general, desacata su deber de promoción de manera real y no sólo teórica, a la cultura.  
Frente a lo anterior, es de anotar que aun cuando la excepción de cosa juzgada respecto del proceso con radicado No. 7824 no prosperó en razón de lo explicado arriba, ello no es óbice para que los planteamientos esbozados en dicha sentencia sean prohijados en esta oportunidad. Nótese, como aspecto relevante a considerar para efectos de aludir a las motivaciones de la Sentencia en comento,  que en aquella ocasión el cuestionamiento de legalidad versó sobre el porcentaje del 95% de estudiantes que debía aprobar el curso de que trata el inciso 1º del artículo 9º del decreto 230 de 2002; y, en el sublite, se controvierte el que la reprobación del respectivo grado no deba superar el 5% señalado en el último inciso de la misma norma, lo que hace que en últimas, el debate judicial se centre en el hecho de que una cantidad numérica de estudiantes deba ser promovido al grado siguiente, como meta del sistema educativo
. 
Ahora bien, según se observó, las normas jurídicas que se estiman vulneradas en esta oportunidad difieren de las invocadas en el proceso con radicado No. 7824, existiendo, no obstante, un sustento argumentativo similar frente a la formulación de los cargos en uno y otro juicio de legalidad. De este modo, al analizarse los planteamientos de violación de los artículos 44, 67, 68 y 70 de la C.N., soportados en coincidentes razonamientos respecto del proceso referenciado, concluye la Sala, que los mismos tampoco cuentan con vocación para prosperar en el sublite, puesto que, como se señaló en la jurisprudencia que se prohíja, la determinación de los objetivos de aprobación de un grado escolar establecidos en la norma, obedece a la implementación de un programa educativo integral cuyo contexto se halla determinado en el decreto 230 de 2002 y en la ley 115 de 1994,  que pretende garantizar no sólo la participación activa de los educandos, padres de familia y profesorado a lo largo del proceso educacional del individuo, sino que también ofrece mayores estímulos de continuidad en el sistema, sin detrimento de los conocimientos que el estudiante debe alcanzar en un determinado período escolar
. 
En efecto, la comentada Sentencia de 18 de noviembre de 2004, Exp. NO. 7824, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, indicó:

“Examinada la norma acusada (art. 9 D.R. 230 de 2002) dentro del contexto del Decreto 230 de 2001, la Sala considera que la fijación del 95% como porcentaje mínimo de educandos que deben ser promovidos al grado superior no desconoce el artículo 1º de la Ley 115 de 1994, el cual, se reitera, define  la educación como un proceso, pues no es cierto que con dicha medida se deje de lado el desarrollo de la persona en sus diferentes aspectos (cognitivo, moral, etc.), pues conforme al artículo 2º define el currículo como el conjunto de criterios, planes de estudio, metodologías y procesos que contribuyen a la formación integral teniendo en cuenta los fines de la educación y los objetivos de cada nivel y ciclo definidos por la Ley 115 de 1994, y que el artículo  3º contempla que el plan de estudios, debe incorporar la intención e identificación de los contenidos, temas y problemas de cada área, señalando las correspondientes actividades pedagógicas, la distribución del tiempo y las secuencias del proceso educativo,  los logros, competencias y conocimientos que los educandos deben alcanzar y adquirir al finalizar cada uno de los períodos escolares en cada área y grado, disposiciones estas que evidencian, en todo caso, la sujeción de los planteles educativos a las normas contenidas en la Ley General de Educación y, en especial, el sometimiento a los fines y al proceso educativo allí definido.
A juicio de la Sala, al haber señalado el artículo 9º del Decreto 230 de 2002 que por lo menos el 95% de los estudiantes deberá ser promocionado al grado siguiente en manera alguna contradice los fines de la educación, pues, como ya se dijo, tal precepto no puede analizarse por fuera del contexto del resto del articulado, el cual, como quedó visto, obliga a las instituciones educativas a ajustar el currículo adoptado por cada una de ellas a los fines consagrados en la Ley de Educación. No es cierto que la norma analizada ignore los resultados del proceso educativo, como tampoco si el educando desarrolló las habilidades propias de su edad, pues  a la Comisión de Evaluación y Promoción le corresponde estudiar el caso de cada uno de los educandos considerados para repetir el grado y decidir acerca de tal repetición, estudio que, como es lógico, tiene que comprender los resultados del proceso educativo, teniendo en cuenta para ello las condiciones particulares del estudiante, tales como su edad, sus falencias, sus fortalezas, su personalidad, sus aptitudes, el medio económico y social, etc.

Si los fines de la educación son, entre otros, el pleno desarrollo de la personalidad dentro de un proceso de formación integral, física, psíquica, intelectual, moral, espiritual, social, afectiva, ética, cívica y demás valores humanos, fines a los que debe ajustarse el currículo,  no es cierto, entonces, que la norma acusada destruya la participación y formación de actitudes y valores de los estudiantes, pues lo que pretende el Gobierno es que las metodologías empleadas por los centros educativos sean tan eficaces que, mínimo el 95% de los educandos pueda ser promocionado al grado siguiente. De otra parte, estima el actor violados los artículos 4º de la Ley 115 de 1994 y 67 de la Constitución Política, los cuales preceptúan: “....”. No encuentra tampoco esta Corporación que la norma acusada desconozca los preceptos transcritos, dado que el porcentaje allí establecido no niega el proceso educativo, ni desconoce la subjetividad del educando ni la naturaleza de servicio público que tiene la educación, pues al fijar dicho límite lo que pretende es mejorar la calidad de la educación y que un número mayor de habitantes de Colombia pueda acceder a dicho servicio, en cumplimiento del precepto constitucional 67…” (Subrayado fuera de texto).
De este modo, se responden los cuestionamientos de legalidad aducidos por el demandante frente a las normas constitucionales que invoca como transgredidas.

Por otro lado, no es dable afirmar que la violación a las disposiciones constitucionales citadas por el actor y que consagran el deber del Estado de velar por la calidad en la educación, y el acceso a ella y a la cultura por parte de los niños, se configure en virtud de las metas de continuidad previstas en la norma cuestionada, pues estas son resultado de investigaciones que en materia de educación conllevaron a su determinación
, lo que en nada afecta la posibilidad y el derecho de acceder a los servicios educativos ofrecidos por el Estado, en condiciones igualitarias. Tampoco es de recibo afirmar que la medida tienda a evitar el deber constitucional de  erradicar el analfabetismo, dado que la  aceptación de semejante planteamiento equivaldría a dar por sentado que el servicio educativo es per se tan precario que sus usuarios y/o beneficiarios se hallan ante la fatal consecuencia de privarse de los conocimientos básicos que permiten leer y escribir.  
Lo anotado conlleva a concluir que los cargos no están llamados a prosperar y por ende, se denegarán las pretensiones de la demanda, según se expondrá en la parte resolutiva de la presente providencia. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley
F A L L A :
DENIÉGUENSE las pretensiones de la demanda. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO   MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ    PRESIDENTE
MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

GUILLERMO VARGAS AYALA             
� Léase la Sentencia de 21 de octubre de 2010, Exp No. 2006-00388-00, M.P. Dr. Rafael Ostau De Lafont Pianeta. 





� Léase la Sentencia de 3 de junio de 2010, Exp No. 2004-00184-01, M.P. Dra. María Claudia Rojas Lasso.


� “…Se considerarán para la repetición de un grado cualquiera de los siguientes educandos:





a) Educandos con valoración final Insuficiente o Deficiente en tres o más áreas;





b) Educandos que hayan obtenido valoración final Insuficiente o Deficiente en matemáticas y lenguaje durante dos o más grados consecutivos de la Educación Básica;





c) Educandos que hayan dejado de asistir injustificadamente a más del 25% de las actividades académicas durante el año escolar…”





� De otra parte, Se observa que la única alteración advertida en la norma demandada con ocasión del artículo 1º del decreto 3055 de 2002 en su artículo 1º, consistió en que el porcentaje de educandos a promover no se establece ahora por “grado” como señalaba anteriormente la disposición, sino que aquel se verificará sobre los educandos del “plantel educativo”.


� Al efecto, es pertinente tener en cuenta las siguientes normas del decreto 230 de 2002, en las que se visualiza que la metodología relativa a la calificación, y a la recuperación o refuerzo de materias en que esta ha sido deficiente, propende por el adecuado aprendizaje de los logros que integran el año escolar, evitando la repitencia:





“Artículo 4°. Evaluación de los educandos. La evaluación de los educandos será continua e integral, y se hará con referencia a cuatro períodos de igual duración en los que se dividirá el año escolar.





Los principales objetivos de la evaluación son:





a) Valorar el alcance y la obtención de logros, competencias y conocimientos por parte de los educandos;





b) Determinar la promoción o no de los educandos en cada grado de la educación básica y media;





c) Diseñar e implementar estrategias para apoyar a los educandos que tengan dificultades en sus estudios, y





d) Suministrar información que contribuya a la autoevaluación académica de la institución y a la actualización permanente de su plan de estudios.





 


Artículo 5°. Informes de evaluación. Al finalizar cada uno de los cuatro períodos del año escolar, los padres de familia o acudientes recibirán un informe escrito de evaluación en el que se dé cuenta de los avances de los educandos en el proceso formativo en cada una de las áreas. Este deberá incluir información detallada acerca de las fortalezas y dificultades que haya presentado el educando en cualquiera de las áreas, y establecerá recomendaciones y estrategias para mejorar.





Además al finalizar el año escolar se les entregará a los padres de familia o acudientes un informe final, el cual incluirá una evaluación integral del rendimiento del educando para cada área durante todo el año. Esta evaluación tendrá que tener en cuenta el cumplimiento por parte del educando de los compromisos que haya adquirido para superar las dificultades detectadas en períodos anteriores.





Los cuatro informes y el informe final de evaluación mostrarán para cada área el rendimiento de los educandos, mediante una escala dada en los siguientes términos:





Excelente


Sobresaliente


Aceptable


Insuficiente


Deficiente.





Parágrafo. Cada establecimiento educativo fijará y comunicará de antemano a los educandos, docentes y padres de familia o acudientes la definición institucional de estos términos de acuerdo con las metas de calidad establecidas en su plan de estudios.





 


Artículo 10. Recuperaciones. Todo educando que haya obtenido insuficiente o deficiente en la evaluación final de una o más áreas presentará una nueva evaluación de esas áreas a más tardar la semana anterior al comienzo del siguiente año escolar. Esta evaluación se basará en un programa de refuerzo pertinente con las dificultades que presentó el educando y que el profesor del área le entregará al finalizar el año escolar. La evaluación se calificará de acuerdo con los términos del artículo 5° de este Decreto y su resultado, ya sea éste aprobatorio o no, deberá quedar consignado en el registro escolar del educando”. (Subrayado fuera de texto).





� Léase el documento Finalidades y Alcances del Decreto 230 del 11 de febrero de 2002, que obra a folio 88 del expediente. 





